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Nivel Medio de Educación:
Presentamos en esta oportunidad desarrollos inscriptos en una investigación en curso sobre el Nivel Medio de Educación en las provincias de Río Negro y Neuquén.

El objetivo de la ponencia es señalar un conjunto de tendencias que configuran la política educativa que regula el nivel, analizar sus características e identificar sus efectos objetivos en la constitución de desigualdad educativa.

Sobre la investigación: Se trata de una investigación diagnóstica, que intenta identificar los problemas socio-educativos presentes y proporcionar un conocimiento científico para la intervención. Hemos definido el objeto de estudio desde una doble dimensión de tal modo de abordar tanto el proceso de diseño e implementación de las políticas educativas, como el análisis de los procesos socio – políticos – pedagógicos que se desarrollan en las instituciones educativas. 

Contexto y Nivel Medio de Educación: realidad y estudios disponibles:
Diversos estudios sobre el nivel señalan que, a partir de la década de 1970, la desaceleración del crecimiento económico y el inicio del período de mayor estancamiento del PBI por un lado, y la continuidad en la tendencia de expansión de la escuela media por otro, se constituyen en los principales factores que debilitan la capacidad de ésta de generar el ascenso social de sus  egresados. 

En esta época se produce un punto de inflexión en el proceso de devaluación de las credenciales educativas, asociado con el estrechamiento de las oportunidades en el mercado laboral. 

Por esto es dable sostener la siguiente tesis que da cuenta de una ruptura importante en la tendencia: La educación pasó de desempeñar el papel de “trampolín” de ascenso social –en momentos de crecimiento económico- a convertirse en “paracaídas” que posibilita el descenso más lento de quienes concurren más años al sistema educativo. (Gallart, 1994) 

Las transformaciones ocurridas en los últimos 20 años en el mercado de trabajo han afectado principalmente a los sectores de menores recursos y menor capital educativo, el denominado “núcleo duro de la desocupación”. Pero también este descenso ha afectado a los sectores de ingreso y capital educativo medio. Este sector ha sido muy sensible a los procesos de heterogeneización, precarización y polarización del mercado de trabajo. 

La tasa de desocupación de la Población Económicamente Activa con secundario completo era, al finalizar la década de 1990, del orden del 14.1%, más cercana a la tasa con primaria completa, 16.9 %, que a la que registraba la franja de los que alcanzaron a terminar los estudios superiores, 6.4 %. 

Una sostenida política de concentración del ingreso en sus dos modalidades, vía deterioro del salario real y, a partir de 1990, vía un inédito grado de desocupación para la Argentina, exigió articular diversas formas de “disciplinamiento social”, (Basualdo, 2002). 

Interpretamos que las políticas de desestructuración del mercado de trabajo, de sostenida y creciente desocupación en la Argentina, deben ser puestas en relación con políticas de desestructuración de las redes sociales. Zigmunt Bauman dice: “La solidaridad – o más bien, la densa red de solidaridades (grandes, pequeñas, superpuestas y entrecruzadas)- sirvió como refugio y garantía de certidumbre y, por lo
tanto, de autoconfianza y de seguridad, proporcionando el coraje imprescindible para ejercer la libertad y el deseo de experimentar. La teoría y práctica neoliberales han hecho de esa solidaridad su primera víctima”, (Citado por Basualdo, 2002; pág: 24). 

En este contexto interpretamos que las políticas educativas de Reforma inscriptas desde un rol subsidiario del Estado como agente educativo, diseñadas en el esquema del modelo de focalización en materia de políticas sociales, deben ser interrogadas tanto como estrategias de asistencia compensatoria para los sectores que sólo tienen la escuela pública y también como  estrategias de disciplinamiento social.
En estos momentos es posible plantear y demostrar con datos cuantitativos y cualitativos, el fracaso de las concepciones que sostuvieron que desde la educación, desde las políticas sociales focalizadas, se podían encontrar mecanismos eficaces para contrarrestar adecuadamente los resultados expulsivos y desigualadores, producidos por la aplicación del nuevo modelo económico. 

Es indudable que “lo que el modelo económico y el mercado de trabajo no dan, el sistema educativo no presta”, y que concebir principalmente a la educación como una política social dirigida a evitar la marginación, termina por degradar a la propia educación, (Filmus et. al, 2001). 

Hay coincidencias en señalar que la expansión de la educación secundaria se produce en el marco de un proceso de profundización de las desigualdades sociales preexistentes y de emergencia de otras nuevas. Estudios disponibles plantean que la percepción de este proceso estaría fortaleciendo una “obligatoriedad subjetiva” de cursar estudios de nivel medio.

De acuerdo con esta visión las familias de los sectores pobres y de escasos recursos, que antes se conformaban con enviar a sus hijos a la escuela primaria, ahora desean y pugnan para que sus hijos permanezcan doce años en el sistema educativo porque perciben que de lo contrario, no podrán seguir formando parte de la “fila” de los incluidos. 

Se postula que, como resultado de esta “obligatoriedad subjetiva”, ingresan y permanecen en la Educación Secundaria adolescentes y jóvenes para quienes esa educación secundaria no fue pensada. Y es en el terreno de este postulado y en el análisis de las medidas de focalización para atender a los sectores de - “riesgo social” – portadores de “fracaso escolar” -, donde instalamos la siguiente hipótesis: en el nivel medio de educación y en las jurisdicciones de Río Negro y Neuquén, las medidas políticas educativas están centradas en la conformación de una nueva institucionalización del nivel medio, caracterizada por la clasificación y la diferenciación de la matrícula diagnosticada desde sus déficits, y por la organización de instituciones y currículos diferenciados y diferenciadores.
Las interrogamos como políticas de asistencia compensatoria pero también como políticas de disciplinamiento social. Las interpretamos como políticas educativas productoras de desigualdad educativa, aún cuando se presenten intentando articular el discurso de la igualdad de oportunidades con el discurso de atención a la diversidad. 

Diversos estudios coinciden en señalar que, si bien mejoró el acceso a la educación en el nivel medio, se agudizan los problemas endémicos de retención, deserción, sobre edad y retraso escolar.

Nivel Medio y Reforma Educativa: tópicos para su evaluación.
La identificación y el análisis de los contenidos y los efectos de los cursos de acción política respecto del Nivel Medio de Educación se realizan, como ya lo expusimos, como específicas realizaciones de la Reforma Educativa. Los estudios que realizan un balance de la Reforma y objetivan sus consecuencias y nuestras propias investigaciones, identifican una serie de problemas que coadyuvan a la generación de desigualdad educativa, a saber: la “frágil permanencia”, ó la “permanencia sin aprendizaje” en el sistema educativo, Se trata de un problema ya de corte estructural que en vez de revertirse, se ha incrementado. Las políticas llamadas de “descentralización del sistema educativo” lo han desarticulado generando mayor heterogeneidad y fragmentación en las ofertas educativas de las provincias y al interior de las mismas jurisdicciones provinciales. Se ha profundizado la dispersión y la fragmentación de los actores del sistema educativo (docentes, padres, alumnos,), situación que, en las jurisdicciones que estudiamos resultan serios obstáculos para la acción colectiva. La población más postergada es el 40% de la población urbana total que no accedió o desertó del primer nivel de la enseñanza, (Riquelme y Herger, 2001). Las tasas de repitencia son superiores al 13 % en el nivel primario y al 15% en el nivel medio. En la región patagónica la repitencia en el nivel medio se sitúa en el orden del 24% (Riquelme y Herger, 2001).

Las desventajas se acentúan en la población perteneciente a los grupos más pobres (quintiles I y II) pues la relación entre capacidad económica y acceso y permanencia en el sistema educativo es positiva. Esto se demuestra porque el 50% de la población del nivel de ingreso más alto accede al nivel superior, (universitario y no universitario). 

En cambio sólo accede a ese nivel educativo el 5% de la población del nivel más bajo (quintil I) y el 10% del quintil siguiente. Son los sectores más pobres quienes tienen mayores dificultades en su tránsito por el sistema educativo. Estos sectores indican que la necesidad de trabajar y la escasez de ingresos constituyen la causa  fundamental del abandono de los estudios en edades tempranas. (Riquelme y Herger, 2001). 

Si bien las diferencias regionales no son tan marcadas como en décadas anteriores, los problemas de acceso y permanencia se agravan en las regiones del Noroeste, el Noreste y la Patagonia.

Se consolidó la formación de circuitos educativos de calidad diferenciada de acuerdo con el sector de la población al que están dirigidos. Así, se generaron subsistemas en los que cada uno desarrolló criterios de aprendizaje, evaluación y hasta acreditación autónomos. Se puede demostrar la persistencia y la profundización de un problema estructural del Sistema Educativo –la segmentación educativa -.

En las dos últimas décadas se observaron en la región dos procesos complementarios:

1) una expansión del sistema educativo relativamente lenta respecto del resto del mundo;

2) la mayor escolarización fue acompañada por un crecimiento de la desigualdad en las posibilidades de acceso a la educación de los diferentes sectores sociales. 

Si a mediados de los ’70, América Latina mostraba un nivel educativo acorde con su grado de desarrollo, a mediados de los ’90, presenta apenas una media de 5,2 años de educación, lo que representa dos años menos que lo esperado para su nivel de desarrollo y 4 menos que los sostenidos por los países del sudeste asiático, de similar desarrollo. Según un informe del BID, en las últimas décadas en América Latina, la educación creció a un ritmo promedio de 0.9 % anual.

En el mismo período, los países del este asiático crecieron al 3 % anual. Otra de las consecuencias que se advierte es el crecimiento insatisfactorio y desigual de la escuela media. 

Los límites en la expansión y mejora de la escuela media en América Latina se han manifestado a través de dos procesos: 

1) A pesar del crecimiento sostenido de la matrícula, la proporción de egresados de escuela media continúa siendo baja y 

2) La desigualdad de oportunidades que tienen los diferentes estratos sociales para acceder a la escuela media y terminar los estudios. 

También se ha identificado el proceso de devaluación de credenciales que otorga el nivel medio. 

Varias situaciones están a la base de este problema: crisis del mercado laboral; continua 

masificación de la escuela media; elevación del perfil educativo de la PEA y deterioro de la  calidad de la educación que se imparte en muchos de los colegios secundarios.

Algunos estudios indican que con la implementación de la Reforma Educativa se aumentó sensiblemente la retención de los jóvenes en el sistema educativo y que esta situación significó una baja en los índices de actividad económica, ya que una proporción importante de jóvenes se reintegró a la escuela y abandonó la búsqueda de trabajo. 

Pero también se demuestra que el aumento de la matrícula fue acompañado de un deterioro en la calidad de la educación que reciben los estudiantes secundarios. La escuela media, bien implementó una función de “guardería”, bien resultó un espacio de postergación del momento de acceso al empleo para los jóvenes de los sectores populares.

Otra de las situaciones a destacar es que, a pesar del crecimiento de la matrícula se ha profundizado la brecha educativa entre los distintos grupos sociales, al mismo tiempo que se puede verificar que existe una mayor escolaridad medida en términos absolutos respecto de la generación anterior. Pero este proceso no alcanza a evitar una creciente descalificación relativa de la mayor parte de la población.

La implementación de una acelerada reforma educativa ordenada desde el gobierno central, se instaló en el sobredimensionamiento del papel de las instituciones educativas en detrimento de las responsabilidades gubernamentales. Con el discurso de lograr una mayor eficiencia y eficacia en las acciones educativas, se fue promoviendo la competencia interinstitucional para ir orientando la conformación del “mercado” de la educación, ó más precisamente, de “cuasi – mercados” en el ámbito educativo. 

La baja graduación del secundario es un indicador que se expresa en el conjunto de la población mayor de veinticinco años (71,6%) que no alcanzó a graduarse en este nivel. El indicador afecta al 62,9% de los jóvenes entre veinticinco a treinta y cuatro años. 

Las profundas diferencias territoriales muestran que en aquellas provincias rezagadas la exclusión se agudiza, pues en el tramo de población mayor de veinticinco años, alrededor de un 80% no tienen certificado de secundaria, (Riquelme, (2004). 

Las desigualdades sociales marcan las desigualdades educativas, pues está plenamente probado que, quienes en la escuela media se encuentran en mejores condiciones de adquirir una educación de calidad son también quienes más educación y formación cultural pueden adquirir fuera de ella.

La educación y el trabajo son considerados dos aspectos centrales en la construcción de la identidad social. La preocupación señalada por una importante cantidad de investigaciones indica que los adolescentes pobres suelen abandonar el sistema educativo antes de haber adquirido las habilidades básicas consideradas esenciales para incorporarse al mercado de trabajo y para la participación social. En el círculo vicioso de la desigualdad si consiguen empleo, ingresan a los segmentos más deteriorados del mercado de trabajo, en ocupaciones donde tampoco se les brinda capacitación para adquirir nuevas calificaciones.

Hay que tener en cuenta que la adolescencia representa una etapa frágil de la vida y que, por lo menos hasta el momento, está ausente una discusión más amplia orientada a generar políticas públicas que promuevan el acceso a mejores oportunidades para todos los jóvenes, (Felman, 1997). 

Los problemas de segmentación y de “desigual” oferta educativa, que estructuran el actual sistema educativo, más los altos índices de deserción que arrojan los análisis estadísticos provocan lo que Aguerrondo (1993) denominó la marginación por exclusión temprana, o sea la marginación del sistema de educación formal antes de que las habilidades básicas se hallan consolidado. Y también provocan la marginación por inclusión, o sea la permanencia en el sistema de educación formal sin que se logre el acceso y el entrenamiento en la adquisición de esas habilidades. Adolescentes que nacen y crecen con la “marca” de la desigualdad social, obtienen una “pobre” educación. En el caso del acceso, acceden a los peores segmentos del sistema educativo, si permanecen lo hacen con el estigma “caritativo” de la “promoción social” y en el caso de egresar, sufren la devaluación de sus credenciales. 

Políticas educativas productoras de desigualdad concurren a no modificar el capital social y cultural
 que poseen estos adolescentes, y objetivamente contribuyen a que se incorporen en los segmentos más informales del mercado laboral y sin mayores posibilidades de trascender el entorno sociocultural en el que viven.

Sabemos que el universo de los posibles o las expectativas de los estudiantes se van restringiendo conforme decrece el peso de las oportunidades materiales y simbólicas en las que se producen sus carreras sociales y educativas. Siempre está presente un cálculo simbólico, cálculo que se realiza entre las probabilidades objetivas y las esperanzas subjetivas y que expresa el pasaje del límite real a la auto limitación.

Los estudiantes al terminar sus estudios secundarios van construyendo lo que Bourdieu denomina  “el sentido de los límites”. Es una anticipación práctica, en gran medida inconsciente, de los límites objetivos adquiridos durante la experiencia social y educativa, y se expresa en premisas negativas del tipo “este trabajo no es para mí”; “no nací para la universidad”; “no nací para ser un perdedor”, o las positivas tales como “puedo hacer lo que me proponga”, “nací para…” 

La meritocracia y la ideología de los dones naturales, o lo que Frigerio ha caracterizado como “la biografía intelectual anticipada” explican parte del mecanismo mediante el cual los condicionantes en que se producen las carreras sociales se transmutan en auto límites. Bourdieu ha planteado que la fuerza de la ideología neoliberal estriba en que se basa en una especie de neodarwinismo social, “son los mejores y los más brillantes los que triunfan”, como se dice en Harvard. Es la lógica de la competencia, los competentes gobiernan y tienen trabajo, los que no tienen trabajo no son competentes. 

Un enfoque también relativamente reciente que proviene del campo sociológico, interroga precisamente al conjunto de las condiciones sociales que hacen posible el retorno en la actualidad de discursos sociales que transmutan las diferencias sociales en diferencias de inteligencia. Diría Bourdieu: tratando a los casos sociales como casos psicológicos. Siguiendo esta línea, los actos de nombramiento / clasificación que actúan distinguiendo a las personas, que aparecen disfrazados de completa naturalidad, tienen como efecto que cada uno conozca sus límites y, por ende, autodelimite el campo de su trayectorias posibles. 

Las políticas educativas que construyen distintas instituciones y distintos trayectos educativos, que clasifican produciendo estigmatizaciones, producen al mismo tiempo auto visiones limitadas y auto estimas pobres. La “compensación” educativa y la “atención a la diversidad” declarada por la política, resulta en políticas educativas de producción de desigualdad presentada como diferencias escolares. 

Características de las políticas para el nivel medio de educación en las jurisdicciones provinciales. 

El enfoque cualitativo del estudio combinó relevamiento e interpretación de distintas fuentes documentales tomando como universo las normativas nacionales y jurisdiccionales vigentes de carácter más general, las normativas jurisdiccionales específicas para el Nivel Medio de Educación y sus distintas modalidades y los documentos oficiales que expresan la política educativa dirigida al Nivel. 

La triangulación entre unidades de información nos permite apreciar continuidades y rupturas entre decisiones nacionales y provinciales en materia de políticas educativas para el Nivel Medio de Educación y, en las jurisdicciones provinciales que constituyen el anclaje empírico de nuestro objeto de investigación, la “distancia” entre las “regulaciones políticas de derecho” y las “regulaciones políticas de hecho” La experiencia del trabajo de campo de las investigaciones anteriores nos indicó la necesidad metodológica de organizar el relevamiento documental triangulando también la ubicación geográfica de las unidades de información. Por esto organizamos una estrategia en la tarea de relevamiento según los siguientes criterios: centros de documentación del nivel central, del nivel intermedio y del nivel institucional y relevamiento por orden cronológico resguardando el período considerado en el estudio sincrónico, (1993-2004). Trabajamos el análisis de la información con técnicas de análisis documental y registros a tres columnas aplicando los pasos del Método Comparativo Constante. 

Podemos enunciar ciertas tendencias y características de los procesos de diseño e implementación de políticas educativas en las jurisdicciones estudiadas a las que interrogamos en términos de su compromiso con la construcción de condiciones de desigualdad educativa. 

1) Las decisiones en materia de políticas educativas, planes y programas se toman centralizadamente en el ámbito de los ejecutivos provinciales. Los espacios en los que se toma la decisión se constituyen por fuera de los organismos colegiados de gobierno reconocidos por la legislación vigente. 

2) La lógica de la imposición moviliza la política que se diseña en la estructura central, puesto que la misma no es objeto de debate y comunicación pública. La decisión política se “anuncia” enfatizando sus bondades como una promesa a concretar, si las escuelas y el personal docente cumplen con el mandato estatal. El “anuncio” de la medida es de orden declarativo puesto que no se hacen públicos ni los criterios, ni los principios, ni los conceptos desde los que se estructura la política. Las normativas que expresan la Política contienen débiles articulados de fundamentación y artículos resolutivos de carácter “declarativo”. El análisis del universo documental indica contradicciones entre las normativas vigentes y se observa una ausencia sostenida de regulación de las condiciones que serían necesarias para implementar la política, esto es, hay ausencia de eficacia de la norma. 

3) La política se comunica a través de los estratos intermedios de la administración educativa que no tienen participación en el diseño de la misma, pero que deben velar por su cumplimiento controlando a las instituciones educativas – espacios ejecutores de la política -. Para el Nivel Medio de Educación, como ya hemos advertido en anteriores investigaciones se fortalece el proceso de centralización ejecutiva y desconcentración jerárquica para comunicar y controlar la política. 

4) La reconstrucción de los organigramas de gobierno y administración educativa, así como el análisis secuenciado y comparado de las normativas específicas, indican la conformación y sostenimiento de un Modelo de Burocracia Central Extendido y Superpuesto que caracterizamos a través de las siguientes propiedades de la categoría construida: a) crece la incidencia de los sectores de la administración educativa tanto en la definición como en el control de las medidas de política educativa, y decrece la participación en estas esferas de las dependencias de carácter pedagógico y, b) se superponen dependencias de distinto rango de carácter jurisdiccional y de carácter nacional en las que es posible advertir superposición de Misiones y Funciones.

5) Se identifica una ausencia sostenida de voluntad política para generar consensos democráticos. 

Las definiciones respecto de los problemas a resolver y de cómo hay que actuar para resolverlos, son centralizadas, unilaterales y no van acompañadas de argumentación que las sostengan. El modo de hacer política obtura la posibilidad de definir colectivamente los problemas socio - educativos que hay que resolver y consecuentemente de cómo resolverlos, impidiendo la acción social colectiva. En este sentido, se tolera una participación débil, simbólica, instrumental.

6) Las medidas de política educativa no miran ni leen la escuela “real”, pero diagnostican con ausencia de estudios científicos sobre la realidad y norman lo que “debe ser”. La brecha entre los decidores y los ejecutores de política educativa se ha ido profundizando y avances, proyectos, innovaciones, problemas y preocupaciones quedan encerrados en cada escuela. 

7) No hay “POLITICS”, - gran política -, ni “POLICIES”, o sea cursos de acción sistemáticos para un objetivo, y no se concibe a la educación como un sistema de la sociedad que no puede cambiarse a corto plazo. 

8) Las políticas se presentan, se formulan como medidas y planes específicos, como experiencias pilotos, y con total ausencia de exposición pública de fines y de valores. Las administraciones educativas responsables no se ocupan de poner en acto un programa de evaluación del funcionamiento y el impacto de la política y de sus instrumentos. Esta ausencia responde a la vigencia de una “visión familiar del proceso de la política”,
 visión que ubica en el gobierno, centralmente en el poder ejecutivo, el lugar de la decisión de lo que hay que hacer y de la prescripción sobre cómo hacerlo.

9) Las escuelas se definen como ejecutoras de la política, tienen la obligación de aplicar los lineamientos básicos acordados a nivel nacional y los que determine cada provincia y adaptar los mismos a las necesidades educativas de cada alumno, en tanto el estado se reserva las funciones de Regulación, Evaluación y Promoción. En este diseño de política los directivos, tomando la cita textual de RALLIS (1990): “...se ven forzados más a mantener, controlar y transmitir, que a construir, dotar de poder y comprender”.

Entrevistas, actividades de investigación y extensión, comunicaciones informales con directivos de escuelas, no sólo nos enseñaron acerca de sus sentimientos de impotencia, de agobio frente a las múltiples presiones que reciben. También nos informaron sobre su situación de sobrecarga de trabajo y de responsabilidades, de deterioro de la autoestima, de carencia de los recursos elementales para poder cumplir con sus tareas. 

10) El diseño e implementación de políticas también se conjuga con “procesos de no decisión” y de decisiones focalizadas y coyunturales que atienden la emergencia. 

En el análisis de la política y consecuentemente de las relaciones de poder, debe considerarse tanto el proceso de adopción de decisiones como el de la adopción de no decisiones. Una decisión es una elección entre varios modos de acción alternativos y una no decisión es una decisión que conduce a la supresión o frustración de un reto latente o manifiesto a los valores e intereses de quien adopta la decisión. “La adopción de no decisiones es un medio de que las demandas de cambio en la actual distribución de beneficios y privilegios dentro de la comunidad puedan ser sofocadas incluso antes de ser articuladas; o mantenidas ocultas; o amortiguadas antes de que tengan acceso a la arena donde se adoptan las decisiones en cuestión; o, en caso de que fallen todas estas cosas, truncadas o destruidas en la fase de ejecución de las decisiones del proceso político” (Lukes, 1986:15).

11) Se ha ido “naturalizando” un enfoque técnico en el diseño, implementación y ejecución de las políticas que no puede enfrentar los problemas educativos en tanto problemas sociales: complejos, pluridimensionales, policausales y cambiantes, problemas que exigen la participación para la búsqueda de soluciones, de todos los actores, o sea la concurrencia de diversos intereses, puntos de vista y motivaciones. 

12) Se han implementado nuevas formas de diferenciación institucional para contener el fracaso escolar de individuos y sectores. El núcleo es clasificar y diferenciar en vez de integrar y promover, articulando los principios de igualdad de oportunidades e igualdad de posibilidades. En este sentido la investigación avanza en el análisis e interpretación de los diferentes planes y los diferentes tipos de instituciones que se han implementado y organizado para “contener compensatoriamente” a la población “en riesgo social”.

13) Permanece una ideología tecnocrática para pensar la escuela, su organización y el trabajo docente, ideología que reduce el problema de la toma de decisiones a un problema de índole técnica y, por ende, deja afuera de la experiencia colectiva la dimensión ética e ideológica de las cuestiones sobre las cuales se actúa, (England, G.: 1989). 

La permanencia de concepciones tecnocráticas, utilitaristas y aparentemente a-políticas, van minando la propia concepción de educación pública y, consecuentemente los efectos positivos que esta concepción tiene sobre las percepciones de los sujetos: ciudadanos libres, con iguales derechos, portadores de derechos y de obligaciones. 

14) Identificamos cuatro líneas de regulación política para el Nivel Medio de Educación sobre las cuales debemos avanzar: nombramiento ad/hoc y por fuera del Estatuto Docente del personal docente y nuevas regulaciones laborales; fragmentación de planes de estudio para el nivel; criterios de focalización para definir Modalidades de Formación sujetas a la “demanda potencial” y a la “filiación social”; una nueva institucionalización del Nivel fundada en los criterios de “compensación” y “equidad”, criterios a los cuales interpelar.
15) Identificamos nuevos estilos de “legalización” de las políticas. Si en los `90 normativas menores y proyectos del Poder Ejecutivo suplantaron la legislación marco, observamos que en estos últimos años se impone la “Comunicación Informal” para ordenar la política. Esta comunicación se moviliza seleccionando escuelas para aplicar experiencias, proyectos pilotos, planes diferentes y focalizados. La comunicación se organiza utilizando normativas menores, individualizando directivos y, en muchas ocasiones, sin que queden evidencias escritas de la orden recibida. 

Nos atrevemos a enunciar que las tendencias y características expuestas conforman políticas de producción de desigualdad educativa, en tanto se vinculan a: formas de autoritarismo político, cambios sensibles en la concepción de educación pública y modalidades de inserción diferenciada en el sistema educativo, para aquellos sectores que “padecen déficit de integración”, (Castel, 1999: 423). En este sentido las interrogamos además, como mecanismos de disciplinamiento social. 
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� Se trata del proyecto “El Nivel Medio de Educación. Un estudio diagnóstico de las Políticas educativas y de los Procesos Socio Políticos que lo configuran en las provincias de Río Negro y Neuquén”. Directora Mg. Silvia Barco, Co directora, Mg. Silvia Dubinowski


� Una de las líneas de trabajo de nuestra investigación es el análisis de las estadísticas socio educativas que nos permitan mostrar la situación de la matrícula del nivel medio en las jurisdicciones estudiadas.





� El capital social está ligado a un círculo de relacionales estables. P Bourdieu lo define como “...el conjunto de los recursos actuales o potenciales que están ligados a la posición de una red durable de relaciones más o menos institucionalizadas de interconocimiento y de interreconocimiento; o, en otros términos, a la pertenencia a un grupo, como conjunto de agentes que no sólo están dotados de propiedades comunes (susceptibles de ser percibidas por el observador, por los otros o por ellos mismos), sino que también están unidos por lazos permanentes y útiles.





� Aguilar Villanueva, (1993). Estudio introductorio. En Aguilar Villanueva, L. (comp.) La implementación de las políticas. Miguel Ángel Porrua. Grupo Editorial. México. Pág. 15.
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